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La Juez Domínguez Irizarry no interviene. 

 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, Efraín Santiago 

Electrical Contractor, Inc. (en adelante, parte demandante 

peticionaria) mediante el recurso de Certiorari de epígrafe y nos 

solicita la revisión de la Orden emitida por el Tribunal de Primera de 

Instancia, Sala de Aguadilla, el 1 de noviembre de 2019, notificada 

el 5 de noviembre de 2019. Mediante el aludido dictamen, el foro a 

quo, declaró No Ha Lugar a la Oposición a Moción de Consignación y 

Solicitud de Pago por Intereses por Mora y Recobro de Gastos en 

Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de Procedimiento Civil 

presentada por la parte demandante peticionaria. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

expide el auto de Certiorari incoado y se revoca la Resolución 

recurrida. Consecuentemente, se devuelve el caso al Tribunal de 

Primera Instancia para que, una vez establezca el interés legal, 



 
 

 
KLCE201901561 

 

2 

consigne en la Sentencia el monto adeudado por concepto de dichos 

intereses. Por otra parte, el foro recurrido, deberá resolver la 

controversia relacionada a si proceden o no los gastos en ejecución, 

los cuales fueron solicitados por la parte demandante peticionaria, 

luego de ponderadas las posiciones de ambas partes. 

I 

Conforme surge del expediente ante nos, el 28 de agosto de 

2018 la parte demandante peticionaria incoó Demanda1 sobre cobro 

de dinero e incumplimiento de contrato en contra de la Sra. Mary 

Alice Ramos y otros (en adelante, parte demandada recurrida). 

Conforme surge de la Demanda, el 8 de diciembre de 2006, la parte 

demandada recurrida contrató los servicios de Efraín Santiago 

Electrical Contractor, Inc. para realizar los trabajos de las 

facilidades eléctricas para un proyecto de Urbanización localizado 

en el barrio Aguacate, Aguadilla, Puerto Rico. Se adujo, además, en 

la Demanda que, la parte demandada recurrida no le pagó a la parte 

demandante peticionaria, según lo acordado en las facturas 

ascendientes a la suma de $90,595.60. 

Luego de varias incidencias procesales, el 6 de agosto de 2019, 

notificada al día siguiente, el Tribunal de Primera Instancia dictó 

Sentencia declarando Con Lugar la solicitud de sentencia sumaria 

presentada por la parte demandante peticionaria. En consecuencia, 

el foro recurrido condenó solidariamente a los demandados 

recurridos a pagar a la parte demandante peticionaria la suma de 

“$90,595.60; más $8,000.00 por concepto [de] costas, gastos y 

honorarios de abogados, devengando intereses al máximo del tipo 

legal fijado por la [O]ficina del Comisionado de Instituciones 

Financieras aplicable a esta fecha, desde este mismo día hasta su 

 
1 La referida Demanda no fue anejada al recurso de epígrafe, no obstante, 

obtuvimos la misma, a través de la Secretaría de este Tribunal. 
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total y completo saldo”. El foro primario indicó, además, en su 

dictamen que: 

Ante la eventualidad de que la parte demandada no 
haga efectivo el pago de las sumas adeudadas a Efraín 
Santiago Electrical Contractor, Inc., se ordenará al 

Señor Alguacil proceder con el embargo de cualesquiera 
propiedades y/o bienes de la parte demandada y a 
efectuar la venta en pública subasta de los mismos, 

para aplicar el importe de la venta al saldo de la deuda.
  

Con posterioridad, el 12 de septiembre de 2019, la parte 

demandante peticionaria incoó escrito titulado Moción Solicitando 

Ejecución de Sentencia. En dicha moción le informó al Tribunal de 

Primera Instancia que la parte demandada recurrida no había 

cumplido con los términos de la Sentencia, por lo que solicitó la 

ejecución de la misma. Asimismo, la parte demandante peticionaria 

presentó también Notificación de Edicto de Subasta. El 27 de 

septiembre de 2019, el foro recurrido emitió Orden de Ejecución de 

Sentencia.  

Así las cosas, el 23 de octubre de 2019, la parte demandada 

recurrida instó Moción de Consignación y Solicitud de Cancelación a 

Mandamiento de Ejecución de Sentencia. En la referida moción se 

indicó que allá para el 15 de octubre de 2019, se le había enviado 

un correo electrónico a la representación legal de la parte 

demandante peticionaria, informándole que la parte demandada 

recurrida tenía el dinero para efectuar el pago. A dicha moción se 

anejó un cheque a nombre del Secretario del Tribunal por la suma 

de $98,595.60. 

Examinada la referida moción, el 23 de octubre de 2019, 

notificada el 28 de octubre de 2019, el foro recurrido emitió la Orden 

que transcribimos a continuación:  

“Se acepta la consignación. Se ordena a la Oficina de 
Alguaciles la cancelación del mandamiento”. 
 

El 28 de octubre de 2019, la parte demandante peticionaria 

presentó Oposición a Moción de Consignación y Solicitud de Pago por 
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Intereses por Mora y Recobro de Gastos en Ejecución Conforme a la 

Regla 51.10 de Procedimiento Civil, en la cual, indicó como sigue: 

[. . .] 
10. Muy respetuosamente se solicita del Honorable 
Tribunal ordene a la demandada en adición a la 

cantidad consignada, a pagar la suma de $1,352.12 por 
concepto del interés legal post sentencia y $58,833.15 

por concepto de los intereses por mora. Además, ordene 
a la demandada pagar al demandante la suma de 
$2,468.66 por concepto de todos los gastos en ejecución 

incurridos por el demandante para hacer efectiva la 
sentencia. 
[. . .] 

 

 En atención a la antes mencionada moción, el 1 de noviembre 

de 2019, notificada el 5 de noviembre de 2019, el foro primario 

declaró la misma No Ha Lugar. 

Inconforme con dicha determinación, la parte demandante 

peticionaria acude ante este Tribunal de Apelaciones y le imputa la 

comisión del siguiente error al foro recurrido: 

• Primer error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al declarar No Ha Lugar la moción 

solicitando “Oposición a Moción de Consignación, 
Solicitud de Pago de Interés Legal Post Sentencia, 

Intereses por Mora y Recobro de Gastos en Ejecución 
Conforme a la Regla 51.10 de Procedimiento Civil” 
radicada por la parte demandante-recurrente y no 

ordenar a la parte demandada-recurrida pagar al 
demandante-recurrente según lo dispuesto en la 

sentencia final y firme, el interés legal post sentencia 
fijado por la Oficina del Comisionado de 
Instituciones que es la razón de 6.50%, desde la 

fecha de la sentencia el 6 de agosto de 2019, hasta 
la fecha de la consignación el 23 de octubre de 2019, 
y ascienden a la suma de $1,352.12. 

 

• Segundo error: Erró el Honorable Tribunal de 
Primera Instancia al no ordenar a la parte 
demandada-recurrida reembolsar y pagar a la parte 

demandante recurrente la cantidad de $2,468.66 
por concepto de los gastos incurridos en ejecución 
para hacer efectiva la totalidad de la sentencia, de 

conformidad con lo dispuesto en la Regla 51.10 de 
Procedimiento Civil. 

 

• Tercer error: Erró el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al declarar No Ha Lugar el pago de la 

cantidad de $58,833.15 por concepto de los 
intereses por mora, por el retraso en el cumplimiento 
del pago de la obligación por la demandada-

recurrida, según lo establece el Código Civil de 
Puerto Rico en su Artículo 1053. 
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Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el presente recurso. 

II 

A. Deferencia Judicial 

Como es sabido, nuestra Máxima Curia ha reiterado que los 

tribunales apelativos “no debemos intervenir con las 

determinaciones de los juzgadores de primera instancia, salvo que 

medie pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto”. Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 D.P.R. 717, 741 (2007); Álvarez v. 

Rivera, 165 D.P.R. 1, 25 (2005); Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 

D.P.R.579, 593 (1970). Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 

889, 908-909 (2012). 

Ahora bien, “la tarea de determinar cuándo un tribunal ha 

abusado de su discreción no es una fácil. Sin embargo, no tenemos 

duda de que el adecuado ejercicio de discreción judicial está 

estrechamente relacionado con el concepto de razonabilidad”. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013). 

Por eso, nuestro más Alto Foro ha definido la discreción como 

"una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera". IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012). De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un 

juicio racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, 

sin tasa ni limitación alguna". De igual forma, “no significa poder 

para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho”. (Citas omitidas). SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra, pág. 435. 

B. Intereses legales y el cobro de intereses por mora 

 La Regla 44.3 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 44.3, “regula lo concerniente a la fijación del interés legal 

javascript:citeSearch('171DPR717',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('165DPR1',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('98DPR579',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('98DPR579',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('186DPR889',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('186DPR889',%20'MJPR_DPR')
javascript:searchCita('189DPR414')
javascript:searchCita('185DPR307')
javascript:searchCita('185DPR307')


 
 

 
KLCE201901561 

 

6 

tanto post sentencia como por temeridad”. Gutiérrez v. A.A.A., 167 

DPR 130, 136 (2006). 

La referida regla dispone, en lo aquí pertinente, lo siguiente: 

(a) Se incluirán intereses al tipo que fije por 

reglamento la Junta Financiera de la Oficina del 
Comisionado de Instituciones Financieras, y que esté en 

vigor al momento de dictarse la sentencia, en toda 
sentencia que ordena el pago de dinero, a computarse 
sobre la cuantía de la sentencia desde la fecha en que 

se dictó la sentencia y hasta que ésta sea satisfecha 
incluyendo costas y honorarios de abogado.  El tipo de 
interés se hará constar en la sentencia. (Énfasis 

nuestro). 
  

La Junta fijará y revisará periódicamente la tasa 

de interés por sentencia, tomando en consideración el 
movimiento en el mercado y con el objetivo de 
desalentar la radicación de demandas frívolas, evitar la 

posposición irrazonable en el cumplimiento de las 
obligaciones existentes y estimular el pago de las 

sentencias en el menor tiempo posible.   
 [. . .] 
 

El interés post sentencia se refiere al tipo de interés que se 

impone a favor de la parte victoriosa en todas las sentencias que 

ordenen el pago de dinero. Éste se computa sobre la cuantía de la 

sentencia, incluyendo las costas y los honorarios de abogados, y se 

fija desde la fecha en que se dicte la sentencia hasta que ésta se 

satisface. Zequeira v. C.R.U.V., 95 D.P.R. 738, 741 (1968). Su 

imposición es mandatoria a toda parte perdidosa sin distinción 

alguna. Municipio de Mayagüez v. Rivera, 113 D.P.R. 467, 470 

(1982); P.R. Ame. Ins. Co. v. Tribunal Superior, 84 D.P.R. 621, 622-

623 (1962). (Énfasis nuestro). Gutiérrez v. A.A.A., supra, págs. 136-

137.   

Respecto a la fijación del interés legal, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico expresó en Rivera v. Crescioni, 77 DPR 47, 55 (1954), 

citando a Padilla v. Vidal, 71 DPR 517, 527 (1950) que: 

[A]ún si en una sentencia no se mencionan los 
intereses, tales intereses, por disposición expresa de la 

ley, forman parte integrante de la sentencia y pueden 
ser recobrados. En ese caso, los intereses deben ser 
considerados automáticamente como parte de la 

sentencia, por mandato de ley. Pero los intereses por 

javascript:citeSearch('113DPR467',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('82DPR621',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('77DPR47',%20'MJPR_DPR')
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mora no están en la misma categoría. (Énfasis 
nuestro). 

 
[Los intereses por mora] [n]o constituyen parte 

integrante e inherentemente inseparable de la 
obligación principal, sino que son considerados como 
una indemnización independiente de daños y 

perjuicios, impuesta como penalidad por la demora en 
el pago. Como tal indemnización, que constituye un 
derecho personal del acreedor, ella puede ser 

renunciada por el acreedor al él no apelar ante este 
Tribunal de la omisión de consignarlos en que ha 

incurrido el tribunal de primera instancia. No se trata 
de una penalidad adherida automáticamente a la 
obligación principal por ministerio de ley. 

 

En Rivera v. Crescioni, supra, la parte demandante había 

instado una Demanda sobre incumplimiento de contrato, en la cual, 

había reclamado los intereses por mora, entre otras partidas. 

Nuestra Alta Curia resolvió que la parte demandante tenía derecho 

a intereses, como indemnización, desde la fecha en que el 

demandado quedó, de hecho, responsable. Ahora bien, al dictar 

Sentencia, el Tribunal de Primera Instancia no incluyó 

pronunciamiento alguno en cuanto a intereses, es decir, no condenó 

al demandado a pagar intereses al demandante. A pesar de ello, el 

demandante no impugnó ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

la omisión del tribunal sentenciador de condenar al demandado a 

pagar intereses. En cuanto a este particular, nuestro Máximo Foro 

resolvió que: 

Este Tribunal no puede añadir a la sentencia 

determinada indemnización en daños y perjuicios si la 
persona con derecho a tal indemnización no ha apelado 

ante este Tribunal de la omisión del tribunal de primera 
instancia de incluir tal indemnización en su sentencia, 
esto es, si la persona que hubiese de recibir el pago de 

la indemnización no ha impugnado tal omisión ante 
este Tribunal. Un tribunal de apelaciones no puede 
aumentar la cuantía de una sentencia, especialmente 

en cuanto a indemnizaciones por daños y perjuicios, si 
la persona en cuyo favor se haya dictado la sentencia 

no ha apelado la sentencia y no ha presentado cuestión 
alguna ante este tribunal en cuanto a la cuantía de la 
sentencia. 1 C.J.S. 1375, sec. 1883, nota 79; Lee v. 
William Bailey, Corp. 196 N. E. 9, 11; Kerens Nat. Bank 
v. Stockton, 40 S.W. 2d 7. Rivera v. Crescioni, supra, 

pág. 55. 
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Por su parte, el Código Civil de Puerto Rico, en su Artículo 

1061, 31 LPRA sec. 3025, permite la imposición de intereses como 

indemnización en caso de mora. El referido artículo dispone que:   

Si la obligación consistiere en el pago de una cantidad 

de dinero y el deudor incurriere en mora, la 
indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto 
en contrario, consistirá en el pago de los intereses 

convenidos, y a falta de convenio, en el interés legal. 
   

Mientras que no se fije otro por el Gobierno se 
considerará como legal el interés del seis por ciento (6%) 
al año.  

  

En cuanto a la intimación del acreedor, el Artículo 1053 del 

Código Civil de Puerto Rico, estatuye, en lo aquí pertinente, como 

sigue:  

Incurren en mora los obligados a entregar o hacer 

alguna cosa desde que el acreedor les exija judicial o 
extrajudicialmente el cumplimiento de su obligación. 31 

LPRA sec. 3017. 
 

En sentido amplio se entiende por mora el retraso en el 

cumplimiento de la obligación, pero en sentido propio y jurídico, dice 

Castán, sólo es mora el retraso culpable que no impide el 

cumplimiento tardío. Existe mora, en lugar de incumplimiento 

definitivo, cuando la prestación no está sometida a un término 

esencial absoluto, es decir, cuando el interés del acreedor no está 

circunscrito a que la prestación tenga efecto solo en un momento 

determinado. Cuando verdaderamente se trata de un término 

esencial absoluto, el retraso equivale a un total incumplimiento. 

(Citas omitidas). José Puig Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, 

Tomo I, Vol. II, 4ta ed. Barcelona, Bosch, 1988, págs. 412-413.   

Explica al respecto Ignacio Sierra Gil de la Cuesta que, “[l]a 

jurisprudencia ha exigido reiteradamente para obtener intereses 

moratorios, además del requerimiento judicial previo o extrajudicial, 

que la cantidad principal reclamada sea líquida, entendiendo por tal 

sobre todo que en la demanda o requerimiento se reclame como 

debida una suma concreta de dinero, expresada numéricamente, y 
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que, al final del proceso, el Juez o Tribunal conceda de manera 

definitiva esa misma cantidad. Sobre este punto, la S. de 15 febrero 

1995 ha declarado que hay liquidez cuando se den estos requisitos: 

a) que el acreedor haya pedido el pago de cantidad determinada o 

determinable por una o varias operaciones aritméticas; b) que la 

suma se justifique documentalmente; y c) que en la sentencia se 

condene a pagar la cantidad reclamada, ya que si se redujo en la 

sentencia la suma pedida, la deuda no es líquida hasta la fecha de 

la sentencia firme”. Ignacio Sierra Gil de la Cuesta, Comentario al 

Código Civil, Bosch Ed. España. 2000, Tomo VI, pág. 150.  

Por último, en cuanto este particular, por su pertinencia al 

caso de marras, resulta necesario destacar lo resuelto por nuestra 

última instancia judicial en P. R. & Ame. Ins. Co. v. Tribunal Superior, 

84 DPR 621 (1962) (sentencia). Los hechos del precitado caso son 

los siguientes: la parte demandante solicitó los intereses por mora 

en la Demanda. El Tribunal de Primera Instancia declaró Con Lugar 

la Demanda, no obstante, dicho foro no hizo pronunciamiento 

alguno respecto a los intereses por mora. Inconforme con el referido 

dictamen, la compañía aseguradora fue quien único interpuso 

recurso de apelación. El dictamen del Tribunal de Primera Instancia 

fue confirmado. Luego, mediante moción en solicitud de ejecución 

de hipoteca, la parte demandante solicitó los intereses por mora 

sobre el importe del principal desde la fecha de la radicación de la 

Demanda. El Tribunal de Primera Instancia ordenó incluir la suma 

adicional. El Tribunal Supremo de Puerto Rico revocó el referido 

dictamen y resolvió que: “[e]n el presente caso la parte demandante 

no apeló de la sentencia que omitió incluir tal pronunciamiento, y 

por tanto renunció a su reclamación, de haber sido ésta procedente”. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó, además, en P. 

R. & Ame. Ins. Co. v. Tribunal Superior, supra, pág. 621, que: 

javascript:citeSearch('84DPR621',%20'MJPR_DPR')
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Una parte demandante que obtenga una sentencia a su 
favor, la cual omite incluir el pago de intereses sobre el 

importe del principal reclamado desde la radicación de 
la demanda, que no apela dicha sentencia por haber 

omitido ordenar el tribunal de instancia el pago de 
dichos intereses, renuncia a su reclamación, y 
confirmada dicha sentencia en apelación-instada por el 

demandado-no puede posteriormente reclamar 
dichos intereses dentro del pleito a través de una orden 
de ejecución de sentencia que incluya el pago de dichos 

intereses. (Énfasis en el original). 
 

C. Gastos en ejecución 

La Regla 51.10 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA 

Ap. V., R. 51.10 dispone lo concerniente a los gastos de ejecución. 

Sobre el particular, la referida regla dispone como sigue: 

Serán recobrables todos los gastos necesarios en que 
razonablemente incurra una parte para hacer efectiva 
la sentencia a su favor. La solicitud al efecto se 

presentará bajo juramento de parte o certificación del 
abogado o abogada dentro de los diez (10) días 

siguientes a la fecha en que se hizo efectiva la totalidad 
de la sentencia. Se consignará en la solicitud que, según 
el entender de la parte o del abogado o abogada, las 

partidas de gastos incluidas son correctas y que todos 
los desembolsos eran necesarios para la ejecución de la 
sentencia. Cualquier parte que no esté conforme con los 

gastos reclamados, podrá impugnarlos en todo o en 
parte dentro del término de diez (10) días contados a 

partir de aquel en que se le notifique la solicitud de 
gastos en ejecución. El tribunal, luego de considerar la 
posición de las partes, resolverá la impugnación. La 

resolución del Tribunal de Primera Instancia podrá ser 
revisada por el Tribunal de Apelaciones mediante el 

recurso de certiorari.  
  
De no presentar impugnación, el tribunal aprobará la 

solicitud de gastos y podrá eliminar cualquier partida 
que considere improcedente, luego de conceder a la 

parte solicitante la oportunidad de justificarlos. 
 

III 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla a los 

hechos ante nuestra consideración.   

En su primer señalamiento de error, plantea la parte 

demandante peticionaria que incidió el foro apelado al declarar No 

Ha Lugar la moción solicitando Oposición a Moción de Consignación, 

Solicitud de Pago de Interés Legal Post Sentencia, Intereses por Mora 

y Recobro de Gastos en Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de 
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Procedimiento Civil y no ordenarle a la parte demandada recurrida 

pagarle según lo dispuesto en la Sentencia final y firme, el interés 

legal post sentencia fijado por la Oficina del Comisionado de 

Instituciones. Analizaremos, en primer lugar, lo relacionado al 

interés legal post sentencia. 

De la Sentencia emitida el 6 de agosto de 2019 surge que, el 

Tribunal de Primera Instancia condenó a la parte demandada 

recurrida a pagar la suma de $90,595.60, “devengando intereses al 

máximo del tipo legal fijado por la Oficina del Comisionado de 

Instituciones Financieras aplicable a esta fecha, desde este mismo 

día hasta su total y completo saldo”. Nótese que, aun cuando el foro 

recurrido no especificó cual era el interés legal, había quedado 

establecido en la Sentencia lo relacionado a los intereses legales. No 

obstante, el foro primario no concedió los mismos, ello, a pesar de 

que la parte demandante peticionaria los solicitó en la Oposición a 

Moción de Consignación y Solicitud de Pago por Intereses por Mora y 

Recobro de Gastos en Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de 

Procedimiento Civil. En la referida moción, la parte demandante 

peticionaria, específicamente, adujo que: 

[. . .] 

8. Por otra parte, se solicita del Honorable Tribunal 
ordene a la demandada a pagar al demandante el 
interés legal post sentencia que a razón de 6.50%, y a 

partir de la fecha de la sentencia de 6 de agosto de 2019, 
hasta la fecha de la consignación 23 de octubre de 
2019, ascienden a la suma de $1,352.12. 

 

De una simple lectura de la Regla 44.3 de Procedimiento Civil, 

supra, así como de la jurisprudencia que interpreta dicha regla, 

surge claramente que los intereses legales “forman parte integrante 

de la sentencia y pueden ser recobrados. En ese caso, los intereses 

deben ser considerados automáticamente como parte de la 

sentencia, por mandato de ley”. Rivera v. Crescioni, supra, pág. 55, 

citando a Padilla v. Vidal, sura, pág. 527. 
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Por tanto, a virtud de lo antes indicado, resulta forzoso 

concluir que el error señalado fue cometido por el foro primario, toda 

vez que, los intereses legales post sentencia procedían en este caso. 

Consecuentemente, se devuelve el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para que, una vez dicho foro establezca el interés legal, 

compute la cantidad adeuda por tal concepto. 

En su segundo señalamiento de error, arguyó la parte 

demandante peticionaria que, erró el Tribunal de Primera Instancia, 

al no ordenar a la parte demandada recurrida reembolsarle y pagarle 

la cantidad de $2,468.66 por concepto de los gastos incurridos en 

ejecución para hacer efectiva la totalidad de la sentencia, de 

conformidad con lo dispuesto en la Regla 51.10 de Procedimiento 

Civil. Veamos. 

Conforme surge del tracto procesal antes reseñado, el 28 de 

octubre de 2019, mediante escrito titulado Oposición a Moción de 

Consignación y Solicitud de Pago por Intereses por Mora y Recobro de 

Gastos en Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de Procedimiento 

Civil, la parte demandante peticionaria le solicitó al foro primario, 

entre otras cosas, que le ordenara a la parte demandada recurrida 

pagar los gastos en los cuales tuvo que incurrir para hacer efectiva 

la Sentencia. A juicio de la parte demandante peticionaria, la moción 

de consignación fue con el único interés de paralizar el embargo de 

la propiedad inmueble.2 Según la parte demandante peticionaria, los 

desembolsos que fueron necesarios para la ejecución de la Sentencia 

fueron los siguientes:3 

a) $371.50 por concepto de [a]ranceles para la 
anotación de embargo en el Registro de la Propiedad. 
 

b) $50.00 por concepto de Estudio de Título de la 
propiedad a embargar. 
 

 
2 Como mencionáramos, la Moción de Consignación y Solicitud de Cancelación a 
Mandamiento de Ejecución de Sentencia fue instada por la parte demandada 
recurrida el 23 de octubre de 2019. 

 
3 Véase, pág. 35 del apéndice del recurso. 
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c) $8.40 por concepto de Sellos de Rentas Internas para 
[C]ertificación de Sentencia, Orden y Mandamientos. 

 
d) $30.00 por concepto de Sellos de Rentas Internas 

para expedición por el Alguacil de Edictos de Subasta. 
 
e) $687.76 por concepto de [g]astos de [p]ublicación de 

[e]dicto de subasta en el Periódico Primera Hora. 
 
f) $21.00 por concepto de [g]astos de [c]orreo 

[c]ertificado de [n]otificaciones a las partes de [e]dicto de 
subsata. 

 
g) $50.00 por concepto de [c]olocación de [e]dictos de 
subasta en lugares públicos. 

 
h) $1,250.00 por concepto de [h]onorarios de 

[e]jecución. 
 

Cabe resaltar que, la moción solicitando los gastos en 

ejecución fue juramentada y presentada dentro del término 

dispuesto por la Regla 51.10 de Procedimiento Civil, supra. Ahora 

bien, antes de que transcurrieran los diez días con los que contaba 

la parte demandada recurrida para impugnar los gastos reclamados, 

el foro a quo, declaró con un escueto No Ha Lugar la Oposición a 

Moción de Consignación y Solicitud de Pago por Intereses por Mora y 

Recobro de Gastos en Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de 

Procedimiento Civil. Por consiguiente, el foro recurrido no aprobó los 

gastos reclamados.  

Es por primera vez ante este foro revisor que la parte 

demandada recurrida expone su posición en torno a los gastos 

reclamados por la parte demandante peticionaria. Al leer el escrito 

en oposición, nos percatamos de que dicha parte parecería estar 

conforme con todas las partidas reclamadas, excepto con los gastos 

relacionados a los honorarios de ejecución. Sobre este particular, se 

alegó, específicamente, lo siguiente:4 

[. . .] 
Como podemos notar, todas las partidas incluidas son 
bastantes detalladas y específicas excepto la partida por 

concepto de honorarios de ejecución, que parecería más 
bien ser honorarios de abogados, la cual estamos 
impugnando.  

 
4 Véase, pág. 4-5 del escrito en oposición. 
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En la solicitud de reembolso de gastos de ejecución, el 

demandante-recurrente reclamó, entre otras partidas, 
$1,250.00 en concepto de honorarios de ejecución. A la 

luz de las normas de derecho ya expuesta, entendemos 
que no procede la concesión de esa partida, ya que a 
todas luces son los honorarios de abogados, y en 

ausencia de una determinación de temeridad no 
proceden. 
[. . .] 

 

 En vista de lo anterior, conforme a la Regla 51.10 de 

Procedimiento Civil, supra, es al foro primario a quien le 

corresponde considerar, en primera instancia, la posición de las 

partes en cuanto a los gastos reclamados y luego deberá resolver la 

impugnación, de existir alguna. Recordemos que, “[c]ualquier parte 

que no esté conforme con los gastos reclamados, podrá impugnarlos 

en todo o en parte dentro del término de diez (10) días contados a 

partir de aquel en que se le notifique la solicitud de gastos en 

ejecución”.  

Por consiguiente, colegimos que el error antes señalado fue 

cometido por el Tribunal de Primera Instancia. Consecuentemente, 

se devuelve el caso al foro primario para que, luego de ponderadas 

las respectivas posiciones de las partes, resuelva la procedencia de 

los gastos en ejecución solicitados por la parte demandante 

peticionaria. 

Por último, en su tercer señalamiento de error, sostiene la 

parte demandante peticionaria que erró el foro recurrido al declarar 

No Ha Lugar el pago de la cantidad de $58,833.15 por concepto de 

los intereses por mora. No se cometió el error señalado. 

Como dijéramos, en P. R. & Ame. Ins. Co. v. Tribunal Superior, 

supra, pág. 621, el Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que: 

Una parte demandante que obtenga una sentencia a su 
favor, la cual omite incluir el pago de intereses sobre el 
importe del principal reclamado desde la radicación de 

la demanda, que no apela dicha sentencia por haber 
omitido ordenar el tribunal de instancia el pago de 
dichos intereses, renuncia a su reclamación, y 

confirmada dicha sentencia en apelación-instada por el 
demandado-no puede posteriormente reclamar 
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dichos intereses dentro del pleito a través de una orden 
de ejecución de sentencia que incluya el pago de dichos 

intereses. (Énfasis en el original). 

 
Al examinar la Demanda presentada por la parte demandante 

peticionaria nos percatamos de que, en la misma, no se reclamaron 

los intereses por mora. Además, en la Sentencia emitida el 6 de 

agosto de 2019, el foro a quo, no hizo pronunciamiento alguno en 

torno al pago de los intereses por mora. Ante tal omisión, la parte 

demandante peticionaria no apeló el referido dictamen y, por tanto, 

renunció a su reclamación, de haber sido ésta procedente. 

Recordemos que, dichos intereses no son parte inherente e 

inseparable de la Sentencia y tampoco se conceden 

automáticamente, a diferencia de los intereses legales. 

No fue hasta el 28 de octubre de 2019 que la parte 

demandante peticionaria reclamó, por primera vez, que era acreedor 

de los intereses por mora, mediante la Oposición a Moción de 

Consignación y Solicitud de Pago por Intereses por Mora y Recobro de 

Gastos en Ejecución Conforme a la Regla 51.10 de Procedimiento 

Civil, esto es, luego de que la Sentencia adviniera final y firme.  

 En vista de lo anterior, colegimos que no erró el Tribunal de 

Primera Instancia al no conceder los intereses por mora solicitados 

por la parte demandante peticionaria. 

IV 

Por los fundamentos esbozados, se expide el auto de Certiorari 

incoado y se revoca la Resolución recurrida. Consecuentemente, se 

devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia para que, una vez 

establezca el interés legal, consigne en la Sentencia el monto 

adeudado por concepto de dichos intereses. Por otra parte, el foro 

recurrido ponderadas las respectivas posiciones de las partes, 

resuelva la controversia relacionada a si proceden o no los gastos en 

ejecución, los cuales fueron solicitados por la parte demandante 

peticionaria. 
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Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 

  
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 

 
 


